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II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

9ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 10ª queda a disposición de los

señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

dará lectura a la Cuenta.

 

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los

documentos recibidos en la Secretaría.

 

-o-

 

PERMISOS CONSTITUCIONALES

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Solicito el acuerdo de

la Sala para conceder los permisos constitucionales

solicitados por los Diputados señores Orpis y Tuma con el

objeto de ausentarse del país por un plazo superior a 30

días, a contar del 5 del mes en curso.

Acordado.

 

-o-

 

 

V. FÁCIL DESPACHO

 

ACUERDO ENTRE LOS GOBIERNOS DE CHILE Y POLONIA Y ENTRE LOS

GOBIERNOS DE CHILE Y EL REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E

IRLANDA DEL NORTE RELATIVO AL TRABAJO REMUNERADO DE

FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO Y

CONSULAR. Primer trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Fácil Despacho,

corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional, de

los proyectos de acuerdo aprobatorios de los convenios

celebrados entre Chile y Polonia y entre Chile y el Reino

Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte mediante los

cuales se autoriza a los familiares dependientes del

personal diplomático y consular para desarrollar

actividades remuneradas en el Estado receptor.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones

Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración

Latinoamericana es el señor Munizaga.

 

-Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1809-10, sesión

51ª, en 7 de marzo de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 2.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores,

sesión 8ª, en 18 de junio de 1996. Documentos de la Cuenta

Nº 11.

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1775-10, sesión

38ª, en 4 de enero de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores,

sesión 8ª, en 18 de junio de 1996. Documentos de la Cuenta

Nº 10.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Diputado informante.

 

El señor MUNIZAGA.- Señor Presidente, me corresponde

entregar el informe de la Comisión de Relaciones

Exteriores, acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del

convenio celebrado entre el Gobierno de la República de

Chile y el Gobierno de la República de Polonia sobre el

trabajo remunerado de familiares dependientes del personal

de las misiones diplomáticas y consulares.

El convenio tiene por objeto que los familiares

dependientes de su personal diplomático, consular,

administrativo y técnico, y de funcionarios de sus

nacionalidades, acreditados en sus misiones diplomáticas y

consulares o ante organizaciones internacionales con sede

en sus territorios, respectivamente, puedan ser autorizados

a desempeñar actividades remuneradas en el Estado receptor.

Este tratado fue suscrito, a proposición del Gobierno de

Chile, durante la visita que efectuó a Polonia el Ministro

de Relaciones Exteriores en julio de 1995. Según lo señala

el mensaje, conjuntamente con este instrumento, ambos

Gobiernos celebraron otros convenios que permitirán

afianzar la vinculación política y económica y la

cooperación cultural y científica entre ambos Estados.

Como en otros tratados que regulan esta misma materia,

el efecto principal que se persigue en este caso es

facilitar el ejercicio de actividades remuneradas por los

familiares del personal protegido por las Convenciones de

Viena sobre Relaciones Diplomáticas y Relaciones

Consulares, liberándolos de las inmunidades de jurisdicción

que los sustraen del derecho común y que, por ello, podrían

dificultar la contratación de sus servicios.

El tratado consta de diez disposiciones propuestas en

la nota chilena y aceptadas por la nota polaca, en las que,

en lo fundamental, se establece la facultad de los

gobiernos para autorizar el ejercicio de actividades

remuneradas en el Estado receptor por los familiares del

personal ya señalado; se determinan los alcances del

concepto de familiar dependiente y de la autorización por

conceder y se prevé la posibilidad de que ella pueda ser

denegada por razones de seguridad, cuando sea solicitada

para ejercer actividades en las que sólo procede emplear

nacionales del Estado receptor; se libera a los familiares

autorizados a trabajar de las inmunidades que les reconoce

el derecho internacional, se les deja sujetos a la

legislación tributaria y de seguridad social en lo

referente a su ejercicio laboral y se precisa que este

tratado no importa el reconocimiento de títulos, grados o

estudios profesionales entre los dos países.

Por último, se dispone que el convenio regirá

indefinidamente, a menos que sea denunciado.

La Comisión acogió por unanimidad el proyecto de

acuerdo aprobatorio del tratado y dejó constancia de que,

jurídicamente, los convenios internacionales son celebrados

entre Estados, como lo entiende la nota de Polonia en el

título que propone para este instrumento y no entre los

Gobiernos que los representan, como lo señala el proyecto

de acuerdo sometido a consideración de la Honorable Cámara.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

Cerrado el debate.

En votación el proyecto.

 

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobado.

Despachado el proyecto.

 

Tiene la palabra el Diputado señor Munizaga para

informar el siguiente proyecto de acuerdo.

 

El señor MUNIZAGA.- Señor Presidente, paso a entregar

el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos

Interparlamentarios e Integración Latinoamericana acerca

del proyecto de acuerdo aprobatorio del convenio celebrado

entre Chile y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del

Norte, por el cual se autoriza a los familiares del

personal acreditado de las misiones diplomáticas o

consulares de ambos países para desarrollar actividades

remuneradas en el Estado receptor.

El convenio, que fue celebrado a proposición de Chile

y aceptado por Gran Bretaña e Irlanda del Norte, es análogo

al que he informado recientemente, de modo que sólo

destacaré algunas normas especiales contenidas en él.

1. Se precisa que el miembro de la misión diplomática o

consular deberá ser un funcionario, no nacional o

residente permanente del Estado receptor, destinado a

realizar una función oficial en la respectiva misión.

2. Se incluye entre los miembros de la familia del

funcionario a sus hijos solteros, dependientes y menores

de 25 años que sigan estudios superiores en instituciones

reconocidas por ambos países.

3. Se dispone que la autorización para trabajar, que

por regla general cesa de pleno derecho con el término de

la misión, en este caso podrá extenderse hasta un máximo

de treinta días después de que el funcionario haya dejado

su cargo.

Por último, se establece que el Estado acreditante se

comprometerá a considerar seriamente cualquier solicitud

que le presente el Estado receptor con el fin de que

renuncie a la inmunidad de jurisdicción penal del familiar

dependiente en lo que se refiere a cualquier acto u omisión

ocurrido en el ejercicio de la ocupación remunerada.

Cabría hacer notar que, a diferencia de lo que

ordinariamente se conviene, en este tratado no se incluye a

los familiares dependientes de los funcionarios, nacionales

de las partes contratantes, acreditados en organizaciones

internacionales con sede en el Estado receptor.

En el seno de la Comisión hubo consenso en compartir

las consideraciones de mérito que han llevado a los

gobiernos a celebrar este tratado, por lo que, por

unanimidad, decidió aprobarlo con la misma observación

hecha en el convenio anterior, en cuanto a que los tratados

internacionales son celebrados entre Estados y no entre los

gobiernos que los representan, como lo señala el proyecto

de acuerdo sometido a la consideración de la Honorable

Cámara.

Por lo anterior, se propone adoptar el artículo único

del proyecto de acuerdo, con las modificaciones formales

correspondientes, según lo expresa el informe puesto a

disposición de los honorables señores Diputados.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ofrezco la palabra.

 

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

 

En votación el proyecto.

Si le parece a la Sala, se aprobará.

 

Aprobado.

Despachado el proyecto.

 

MONUMENTO A VIOLETA PARRA. Tercer trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde ocuparse,

en tercer trámite constitucional, del proyecto que autoriza

la erección de un monumento en memoria de la folclorista

Violeta Parra, en la ciudad de San Carlos.

 

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín

Nº 1295-04, sesión 11ª, en 2 de julio de 1996. Documentos

de la Cuenta Nº 22.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Sabag.

 

El señor SABAG.- Señor Presidente, el Honorable Senado

introdujo algunas modificaciones que mejoran

ostensiblemente este proyecto, por lo que sugiero que las

aprobemos.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si le parece a la

Sala, se aprobarán las modificaciones del Senado.

 

Aprobadas.

Despachado el proyecto.

 

 

VI. ORDEN DEL DÍA

 

NORMAS SOBRE PROBIDAD EN LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO.

Primer trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar el

proyecto, en primer trámite constitucional, sobre probidad

administrativa aplicable a los órganos de la Administración

del Estado.

Diputado informante de la Comisión de Constitución,

Legislación y Justicia es el señor Luksic.

 

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1510, sesión 38ª,

en 17 de enero de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 3.

-Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y

Justicia, sesión 2ª, en 23 de mayo de 1996. Documentos de

la Cuenta Nº 1.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se suspende la sesión.

 

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Continúa la sesión.

Entregará el informe correspondiente el Diputado señor

Elgueta.

Tiene la palabra Su Señoría.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, este proyecto,

iniciado en mensaje del Presidente de la República, nació a

raíz de la formación de la Comisión Nacional de Ética

Pública y de la preocupación de los distintos sectores

parlamentarios sobre probidad en los órganos del Estado. Es

así como en su oportunidad, se presentaron varias

iniciativas sobre la materia, como la que proponía

modificar varias figuras relativas a la probidad contenidas

en el Código Penal, y que actualmente se encuentran en el

Senado. Renovación Nacional y la Unión Demócrata

Independiente presentaron otros proyectos destinados a

sentar ciertos principios en nuestra normativa respecto de

los órganos del Estado.

El proyecto recoge estas iniciativas.

El artículo 38 de la Constitución Política de la

República dispone: "Una ley orgánica constitucional

determinará la organización básica de la Administración

Pública, garantizará la carrera funcionaria y los

principios de carácter técnico y profesional en que deba

fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de

ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento

de sus integrantes."

La ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases

generales de la administración del Estado, impone a los

funcionarios el "principio de probidad administrativa, que

implica una conducta funcionaria moralmente intachable y

una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con

preeminencia del interés público sobre el privado." Durante

la discusión en la Comisión, se analizó la posibilidad de

que el criterio rector de la futura normativa fuera

completamente diferente del establecido en dicha ley

orgánica y, en consecuencia, estableciera disposiciones

relativas a la probidad respecto de todos los órganos del

Estado; más aún, que abarcara incluso a las Fuerzas

Armadas, de Orden y Seguridad y a los poderes Judicial y

Legislativo.

Como consecuencia del análisis de estas ideas, se

estuvo por que el Ejecutivo modificara su proposición, con

el fin de que las normas sobre probidad se incluyeran en la

ley Nº 18.575, de Bases de la administración del Estado.

Por eso, se plantea un texto que reforma en lo pertinente

esta normativa como otros textos legales.

Señor Presidente, como ha llegado el Diputado

informante, le cedo la palabra.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Agradezco al señor

Elgueta su gentileza para iniciar el informe.

Tiene la palabra el Diputado informante, señor Luksic.

 

El señor LUKSIC.- Señor Presidente, agradezco al

Diputado señor Elgueta por haber iniciado el informe de

este proyecto de ley que, sin lugar a dudas, es de la mayor

importancia, pues trata de una materia que ha estado en la

discusión pública, relativa a la probidad administrativa de

los órganos de la Administración del Estado.

El tema que nos convoca esta mañana emana, en primer

lugar, desde el punto de vista de su antecedente normativo,

del artículo 38 de la Constitución Política del Estado, que

prescribe: "Una ley orgánica constitucional determinará la

organización básica de la Administración Pública...". Esa

ley orgánica constitucional es la Nº 18.575, de Bases

generales de la administración del Estado, que en su

artículo 7º impone a los funcionarios que la integran el

deber de observar estrictamente el "principio de probidad

administrativa, que implica una conducta funcionaria

moralmente intachable y una entrega honesta y leal al

desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público

sobre el privado."

La idea matriz o fundamental del proyecto es

desarrollar el principio de la probidad administrativa en

un cuerpo normativo que regule los diferentes aspectos

vinculados con ella, inherentes al desempeño de funciones

en la administración del Estado.

La iniciativa recoge recomendaciones de la Comisión

Nacional de Ética Pública que su Excelencia el Presidente

de la República creó para realizar un estudio serio y

profundo sobre los principios que debería contener la

propuesta sobre probidad, transparencia y responsabilidad

ética en la Administración Pública, cuyas conclusiones

señalan la necesidad de dictar un código de ética pública.

El texto aprobado por la Comisión de Constitución,

Legislación y Justicia consulta cinco artículos permanentes

y cuatro transitorios.

El artículo 1º modifica la ley orgánica constitucional

de Bases generales de la administración del Estado.

Su número l incorpora, en el artículo 1º de esa ley, a

los consejos regionales entre los órganos de la

Administración. Su inclusión salva una omisión del

legislador al crear los gobiernos regionales.

Se señalan los principios que debe observar la

Administración y se excluyen las disposiciones relativas a

la probidad, materia que se aborda en un título aparte de

manera integral, como normativa nueva.

Se modifica la ley orgánica constitucional sobre

Municipalidades, el Estatuto Administrativo y el de los

empleados municipales, para incorporar en sus textos los

principios relativos a la probidad administrativa.

Dos materias dieron lugar a gran debate. En primer

lugar, si en la normativa de la probidad administrativa se

incluía a las empresas públicas. Algunos parlamentarios

señalaron que no deberían incluirse, porque tienen un

estatuto especial. Además, porque según la filosofía de la

intervención del Estado en la vida económica, actúan en

ella como si fueran privadas. O sea, en nuestro

ordenamiento constitucional de 1980 existe el concepto de

empresa pública, pero que se rige por la ley común; en

materia laboral, por el Código del Trabajo y, en lo que se

refiere a su funcionamiento y giro, por las leyes comunes y

las propias del mercado.

Otros argumentaron que desde el momento en que hay

intervención del Estado, ya sea a través del nombramiento

de sus directores o simplemente por el aporte de capital,

es necesario que las empresas públicas y sus funcionarios

tengan los requisitos de moralidad y de probidad propias de

la Administración Pública.

Se resolvió incluirlas, no obstante que las rige una

normativa distinta en materia laboral y en su

funcionamiento, en virtud de su estatuto especial.

También provocó extensa discusión el tema de si en la

normativa relativa a la probidad administrativa se incluía,

además del Ejecutivo y la Administración del Estado, a los

otros poderes, es decir, al Judicial y al Legislativo. Se

resolvió que debería referirse sólo a las disposiciones que

regulan y rigen a la administración del Estado y que están

contenidas en la ley general de Bases de la administración

del Estado.

Sin embargo, se dejó expresa constancia de que es

preciso que las normas de probidad administrativa se

incluyan, mediante una legislación especial, en el caso del

Poder Judicial, en el Código Orgánico de Tribunales, y en

el del Poder Legislativo, en la ley orgánica constitucional

del Congreso Nacional.

Reitero, el artículo 1º introduce modificaciones en la

ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases generales

de la administración del Estado. Y entre los órganos de la

administración del Estado, se agregan los consejos

regionales.

El artículo 2º agrega un título III, nuevo, a la ley

general de Bases de la administración del Estado, "de la

probidad administrativa". Incorpora la transparencia,

eficacia y eficiencia como principios que debe observar la

administración del Estado.

El artículo 54 del nuevo título señala: "Las

autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

deberán dar estricto cumplimiento al principio de la

probidad administrativa. Este consiste en la observancia de

una conducta funcionaria moralmente intachable y en una

entrega honesta y leal al desempeño de la función y cargo,

con preeminencia del interés general sobre el particular.

"Su inobservancia acarreará la responsabilidad y

sanciones que determinen la Constitución, el párrafo cuarto

de este título y las demás normas legales."

El párrafo 2º del título que se agrega se refiere a

las inhabilidades e incompatibilidades administrativas.

Intenta resolver dos vicios que pudieran darse en la

administración del Estado. Uno, el nepotismo -en el sentido

de que parientes trabajen en la misma oficina o unidad de

carácter administrativa-, que provoca una situación de

desigualdad entre los otros funcionarios. Al respecto, el

proyecto establece que "Sin perjuicio de las inhabilidades

especiales que establezca la ley, no podrán ingresar o

permanecer en la Administración del Estado:

"b) El cónyuge, los hijos, los adoptados, los

parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo

de afinidad, inclusive, de los funcionarios directivos del

organismo de que se trate, hasta el nivel de jefe de

departamento, o su equivalente, inclusive."

Agrega que "De producirse esta inhabilidad por

designación posterior de un funcionario directivo, el

subalterno relacionado deberá ser destinado a una

dependencia en que no exista, entre ambos, una relación

jerárquica directa."

La norma persigue que el subalterno o funcionario no

tenga como superior jerárquico a alguien con quien lo ligue

algún tipo de parentesco.

También se inhabilita a "Las personas naturales que

tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros,

contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades

tributarias mensuales o más, con el respectivo organismo de

la Administración del Estado. Tampoco podrán hacerlo

quienes tengan litigios pendientes, o los promuevan, con la

institución de que se trata, a menos que se refieran al

ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos,

adoptados o parientes hasta el tercer grado de

consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive."

La idea es evitar que una persona natural que contrate

con algún organismo de la administración del Estado quede

en situación privilegiada respecto de otras entidades

privadas que quisieran suscribir contratos o caucionar con

la entidad administrativa.

Además, "Igual prohibición regirá respecto de los

directores, administradores, representantes y socios

titulares del diez por ciento o más de los derechos de

cualquier clase de sociedad, cuanto ésta tenga contratos o

cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades

tributarias mensuales, o litigios pendientes, con el

organismo de la Administración a cuyo ingreso se postule."

Para los efectos de dar cumplimiento a las

inhabilidades a que he hecho mención, los postulantes a un

cargo público deberán prestar declaración jurada en la que

expresen no encontrarse afectos a alguna de las causales de

inhabilidad.

Por otra parte, se establecen incompatibilidades con

el ejercicio de la función pública administrativa y con

actividades particulares que coincidan con la jornada

ordinaria o extraordinaria de labores, las cuales "deberán

desarrollarse fuera de la jornada de trabajo, salvo que se

hiciere uso de los permisos que reconoce la ley

estatutaria. En todo caso, tales actividades se

desarrollarán siempre con recursos privados y en

instalaciones no pertenecientes a la Administración."

También se agrega -y en este sentido es algo

absolutamente novedoso- que las máximas autoridades que

integran la administración del Estado deberán presentar una

declaración jurada de patrimonio y de intereses. Me refiero

al Presidente de la República, los ministros de Estado, los

subsecretarios, los embajadores, los intendentes y

gobernadores, los consejeros del Banco Central y del

Consejo de Defensa del Estado, los directores de las

empresas del Estado, los jefes superiores de servicio, los

oficiales generales de las Fuerzas Armadas y los niveles

jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y

Seguridad Pública. Todos ellos, de manera taxativa, deberán

presentar esa declaración jurada dentro de los treinta días

siguientes a la asunción del respectivo cargo o función.

Los oficiales superiores de la Fuerzas Armadas y los

niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y

Seguridad Pública; los funcionarios directivos,

profesionales y técnicos de los organismos de la

administración del Estado, hasta el nivel de jefe de

departamento o su equivalente; quienes pertenezcan a las

plantas de fiscalizadores de las entidades fiscalizadoras,

y los alcaldes, concejales y consejeros regionales, deberán

presentar una declaración jurada de intereses dentro del

plazo mencionado.

En la normativa se señalan los antecedentes que deberá

contener la declaración del patrimonio, tales como

individualización de los bienes inmuebles, etcétera.

Aquí se hace eco de preceptos contenidos en el derecho

comparado, en el sentido de diferenciar la declaración del

patrimonio propiamente tal con la de intereses.

En la declaración del patrimonio se manifiestan, de

manera precisa, los bienes físicos que al momento de asumir

el cargo tiene el funcionario superior jerárquico. Por eso

se habla de bienes inmuebles; de bienes muebles de

significación económica relevante; de derechos en cualquier

tipo de comunidad o sociedad, constituida en Chile o en el

extranjero; de depósitos a plazo o documentos financieros

en moneda nacional o extranjera.

La declaración de intereses deberá contener la

individualización de las actividades profesionales,

inversiones y cualquier clase de negocios que posea o en

que participe el funcionario, y que le proporcionen o

puedan proporcionarle ingresos económicos, sea como persona

natural, o como socio o director de una sociedad.

La declaración de patrimonio se refiere al activo

físico que tiene en el momento en que asume el cargo. La

declaración de intereses dice relación con la posibilidad o

la expectativa que puede tener este funcionario al

desarrollar ciertas actividades profesionales, o hacer

determinadas inversiones, o cualquier clase de negocios que

posea o en que participe. De esta forma, se están

resolviendo -y me parece muy apropiado- dos aspectos: el

activo físico presente al momento de asumir y la

expectativa de tener algún tipo de aumento en ese activo, o

lo que se puede considerar el interés de este funcionario

al participar en determinadas actividades lucrativas.

Estas declaraciones de patrimonio y de intereses serán

públicas y deberán actualizarse cada cinco años y, en todo

caso, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de

cesación en el cargo o función.

El incumplimiento de una norma de esta naturaleza que

no tenga algún tipo de responsabilidad o de sanción, sólo

queda reducida a una disposición programática. Por eso, en

su párrafo 4º, el proyecto establece que la infracción a

las conductas exigibles prescritas en este título hará

incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones

que correspondan. Por vía ejemplar, "la no presentación

oportuna de las declaraciones de patrimonio y de intereses,

será sancionada con multa de diez a treinta unidades

tributarias mensuales, aplicables a la autoridad o

funcionario infractor, en tanto no dé cumplimiento a su

presentación, y hará incurrir en responsabilidad

administrativa al jefe de personal o a quien, en razón de

las funciones que desempeña, debió haber advertido

oportunamente la omisión, sin salvarla. Transcurridos

treinta días desde que la declaración fuera exigible, se

presumirá incumplimiento del infractor".

Por lo tanto, se establece de manera bastante clara la

multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales; y

también, en caso de incumplimiento, la posibilidad de la

expulsión o cesación del cargo si, ejerciéndolo, a los

cinco días no presentare las declaraciones juradas de

patrimonio y de intereses.

La falsedad u omisión maliciosa o inexcusable de las

declaraciones de patrimonio y de intereses se sancionará

con la destitución, y le será aplicable lo dispuesto en el

artículo 210 del Código Penal, sin perjuicio de las demás

responsabilidades civiles o penales que correspondan.

Otra materia que provoca gran preocupación en el

Gobierno y en la opinión pública se refiere a aquellos

funcionarios que trabajan en una entidad administrativa de

naturaleza fiscalizadora, y después de ejercer dicha labor

son tentados a participar, con atractivas remuneraciones,

en empresas privadas que precisamente eran fiscalizadas por

ese funcionario. Hablo, por ejemplo, de la Conaf,

Sernageomín, Servicio de Salud del Ambiente, Servicio de

Impuestos Internos, etcétera, entidades que fiscalizan a

otras empresas públicas o privadas. Muchas veces esos

funcionarios, debido a sus bajas remuneraciones, son

invitados a trabajar en aquellas empresas que anteriormente

fiscalizaron.

Esta situación ha causado cierta irritación en la

Administración Pública y en la opinión pública. Provoca

también, velada y tácitamente, una suerte de presión e

influencia, ya que este ex funcionario era el encargado de

conocer el funcionamiento de la empresa privada, de

fiscalizarla, de controlarla, pero, al final, termina

trabajando en ella.

¿Qué normativa se incluye en el proyecto de ley? El

artículo 70 dispone: "Prohíbese a los ex funcionarios

indicados en el artículo 60 de esta ley, aceptar empleos,

cargos o representaciones remunerados de personas naturales

o jurídicas subvencionadas o sometidas a la regulación,

fiscalización o supervigilancia directa del organismo de la

Administración del Estado al que perteneciere el

funcionario, o que hubieren contratado con tal organismo la

provisión de bienes, la prestación de servicios o la

realización de obras, si los montos a que ascienden los

contratos respectivos superasen las doscientas cincuenta

unidades tributarias mensuales en el respectivo año

calendario o en alguno de los dos años calendarios

precedentes. Igual prohibición será aplicable a quienes, en

virtud de contratos a honorarios, hubieren prestado

asesoría directa y continua en los procesos de toma de

decisión directivos del respectivo órgano u organismo de la

administración del Estado.

"Quienes ingresen a una actividad privada distinta de

las referidas en el inciso anterior, no podrán realizar

tramitación o gestión alguna ante la división,

departamento, sección u oficina a que pertenecieron o con

la cual estuvieron vinculados, hasta dos años después de

haber cesado en ella. Igual prohibición es aplicable a

quienes, encontrándose en la situación prevista en el

inciso anterior, hubieren ingresado a la actividad privada

directamente relacionada con la función pública

transcurrido el plazo allí establecido."

Esta prohibición permitirá que exista mayor

transparencia respecto de estos funcionarios que entran a

una empresa que anteriormente había sido fiscalizada por

ellos. Su contravención "será sancionada con multa de

cincuenta a doscientas cincuenta unidades tributarias

mensuales y con la pena accesoria de inhabilitación

temporal para el ejercicio de todo cargo o función pública

por el término de cinco años." Dicha multa se aplicará en

su grado máximo a la persona natural, o al representante

legal de la persona jurídica que, conociendo o no pudiendo

menos que conocer la existencia de la situación prevista,

proceda a la contratación de una persona en contravención a

lo allí establecido.

Como señalaba al principio de mi alocución, el

proyecto es de la mayor importancia y urgencia. A menudo,

funcionarios, que con desvelo y gran esfuerzo laboran en la

Administración Pública, con bajos sueldos, a veces

estresados, son injuriados o calumniados de manera bastante

liviana, al voleo; se les califica de burocráticos, de

lentos y, en muchas ocasiones, de corruptos.

Este proyecto -aprobado por unanimidad en la Comisión

de Constitución, Legislación y Justicia- señala, de manera

concreta, taxativa y decidida, que en la Administración

Pública chilena no existe corrupción, y que si alguien

tuviera dudas sobre ello, sus normas, precisamente,

controlarán, fiscalizarán y sancionarán a aquellos

funcionarios que no cumplan con los preceptos de probidad,

transparencia, eficacia y eficiencia.

Por otra parte, quiero informar a la Sala que existe

el acuerdo y la voluntad de la Comisión para que estas

normas de probidad y transparencia se incluyan en la ley y

normativas que regulan tanto al Poder Judicial como al

Legislativo. La aplicación de normas sobre probidad

administrativa, no sólo a los órganos de la administración

del Estado, sino que también al Congreso Nacional y al

Poder Judicial, será una muestra palmaria del interés de

los legisladores en que exista una regulación pública

transparente y limpia de nuestro trabajo.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En discusión

general el proyecto.

Tiene la palabra el Diputado señor Coloma.

 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda de

que este proyecto de ley constituye una de las iniciativas

de mayor trascendencia que el Parlamento ha discutido en el

actual período legislativo. Estoy convencido de que nada

puede contribuir más a nuestra sociedad y a la solución de

sus actuales problemas, que el rápido despacho de una

iniciativa de esta envergadura, que, ni más ni menos, busca

enfrentar uno de los flagelos

-cada cual desde su posición política lo ha reconocido- más

complejos y serios, como es el temor al avance de la

corrupción en la Administración Pública.

Creo que es un tema para seguirlo, revisarlo y

debatirlo con posterioridad, y no cabe duda de que sería

muy importante contar, en otra ocasión, con la percepción

del Gobierno en esta materia, que no sólo tiene una función

colegisladora, sino que ha sido el que ha planteado el

proyecto. Su ausencia en la Sala la atribuyo más bien a un

problema coyuntural y no de falta de interés por discutir a

fondo el tema sobre el cual nos parece fundamental

continuar haciéndolo. Seguramente, más adelante podremos

contar con el aporte de la autoridad ejecutiva que, por lo

demás, así lo ha demostrado en la Comisión respectiva.

Quiero plantear tres aspectos fundamentales.

En primer lugar, la historia de la disposición.

Me parece fundamental que en cualquier proyecto

analicemos los antecedentes y, a partir de ellos,

reconozcamos los aciertos y errores que hemos cometido en

su discusión, porque hay otros proyectos vinculados a esta

iniciativa que deberemos tratar en el futuro.

El proyecto nace básicamente a partir del caso

Codelco, hecho que nos impactó extraordinariamente, por la

falta de legislación adecuada para enfrentar y prevenir

situaciones de ese tipo. De ahí surge el interés común por

abocarnos a estudiar un conjunto de iniciativas especiales

que consideren de manera eficiente los principios contra la

corrupción o a favor de la probidad. También, y por la

misma razón, hace poco más de dos años, el Presidente de la

República decidió avanzar rápidamente en el tema, por lo

que se convocó a una Comisión Nacional de Ética Pública,

compuesta por personalidades indubitables del quehacer

nacional, de todos los sectores

-políticos, de influencia social y espiritual-, a fin de

elaborar una política de Estado en esta materia tan

trascendente.

A dicha comisión se le impuso un plazo muy breve -cien

días-, al término del cual sus miembros presentaron un

conjunto de modificaciones que consideraban esencial

discutir rápidamente en el Parlamento.

De esa época hasta hoy han transcurrido dos años. La

primera reflexión que debemos hacernos es por qué después

de dos años podemos al fin empezar a discutir un proyecto

que ha sido catalogado por todos como fundamental para

enfrentar el futuro, en circunstancias de que a la Comisión

Nacional de Ética Pública se le dio un plazo tan breve para

cumplir su cometido.

A mi juicio -quiero hacer una crítica política

constructiva al respecto-, no ha habido diligencia de la

autoridad para calificar con la urgencia necesaria a un

proyecto tan importante como para que ya se hubiera

convertido en ley de la República, y de ese modo quizás

pudieran haberse solucionado en forma adecuada algunos de

los casos complejos sobre materias administrativas que

hemos tratado en el último tiempo.

Valga, entonces, esta primera reflexión respecto de

los antecedentes, no con el ánimo de polemizar, sino,

simplemente, para que este tipo de cosas no vuelva a

suceder en el futuro, porque, cuando hay un tema que remece

la conciencia nacional, como el caso Codelco; cuando existe

reacción común de que hay que hacer algo urgente para

evitar este tipo de acciones y, por tanto, dictar una ley

de probidad; cuando hay acuerdo completo de la sociedad;

cuando desde hace dos años hay un proyecto unánime

elaborado por la Comisión Nacional de Ética Pública, no es

posible que transcurra un período tan largo de tiempo para

discutir un proyecto de esta naturaleza.

En segundo lugar, quiero plantear, por lo menos,

nuestra posición respecto de qué hay detrás de la

disposición. A nuestro juicio, debe existir la ratificación

de la firme voluntad de enfrentar con seriedad, con

profundidad y en forma integral los problemas que acarrea

la falta de probidad en la sociedad, lo que la amenaza y,

evidentemente, afecta el sistema democrático. En otras

palabras, creo que éste es el primer paso para enfrentar el

flagelo moderno que ha afectado a muchas naciones: la

corrupción.

Éste es un tema nuevo en el mundo. Indudablemente, no

podíamos haberles pedido a los legisladores de hace

cuarenta o cincuenta años que se abocaran a debatir el

tema, que quizás en Chile y en el mundo de esa época

existía en forma mucho más tenue y con menos tentaciones.

Es como si le hubiésemos pedido que dictaran una ley

eficiente contra el narcotráfico. Hay problemas propios de

cada tiempo, y éste es uno de los que más afecta a la

sociedad moderna. En la Comisión respectiva -a la cual

ingresé hace poco- se tuvieron a la vista antecedentes

internacionales en esta materia, y es fundamental entender

que los países que han enfrentado con éxito y a tiempo

estos flagelos, se han salvado de la corrupción integral;

pero, a los que no lo han hecho, hoy, sencillamente, les

resulta muy difícil salir de ella.

Entonces, pongámonos de acuerdo sobre lo que estamos

tratando. Éste es un esfuerzo para enfrentar a tiempo uno

de los flagelos más complejos del mundo moderno. De ahí,

entonces, la reflexión original respecto de la velocidad y

la reflexión posterior respecto de si son o no hábiles y

conducentes las disposiciones que estamos estableciendo

para enfrentar el tema.

El presidente de la Comisión fue muy gráfico en

describir el conjunto de conductas, pero yo sólo quiero

referirme básicamente a seis elementos para dar una opinión

y contribuir al debate.

El primer objetivo del proyecto es modificar el

artículo 3º de la ley Nº 18.575, ley orgánica

constitucional de Bases generales de la administración del

Estado, y plantea, en lo medular, la siguiente declaración:

"La Administración deberá observar los principios de la

probidad administrativa, de la transparencia, de la

eficiencia y de la eficacia, de la responsabilidad, de la

coordinación, de la impugnabilidad y del control," en

relación con sus actos.

Aquí hay un primer elemento nuevo, distintivo, que es

muy importante tener presente. Mediante el proyecto se hace

una declaración que no existía, en cuanto a la validez y,

por tanto, a la necesidad de sujetar la Administración

Pública en forma permanente a los principios de la probidad

administrativa. Y se agregan los elementos de la

transparencia

-que es propio de la Administración-, de la eficiencia y de

la eficacia -¡por Dios qué importante es el tema a la luz

de otros proyectos o problemas que ha tenido la

Administración del Estado!-, de la responsabilidad, de la

coordinación, de la impugnabilidad y del control.

O sea, aquí hay una primera declaración de

intenciones, que en su momento fue controvertida en la

Comisión de Ética Pública y en la discusión posterior,

acerca de si podía ser meramente declarativa o un

compromiso con estos valores. Entendemos que, al haberlo

incluido en el artículo respectivo, en el fondo, se genera

el derecho del ciudadano

-esto es importante- de reclamar efectivamente cuando

alguno de estos valores pueda en algún momento no darse en

la Administración Pública. Este es un paso muy audaz. Se

genera un compromiso con un conjunto distintivo de

elementos que posteriormente generará en la Administración

Pública una serie de responsabilidades anexas a las

actuales. A juicio de la UDI, la aprobación del artículo 3º

es la base para entender y ordenar el edificio contra la

corrupción que estamos tratando de construir.

Una segunda disposición relevante, dentro de las que

agregan un nuevo título a la ley anterior, es la del

artículo 54, que señala: "Las autoridades y funcionarios de

la Administración del Estado deberán dar estricto

cumplimiento al principio de la probidad administrativa."

Éste es un complemento necesario de la declaración

anterior, en cuanto a que, a partir de la aprobación del

proyecto, la administración del Estado asume compromisos

específicos en relación con la probidad. Ahora se agrega

que las autoridades y funcionarios son personalmente

responsables de dar estricto cumplimiento al principio de

la probidad administrativa. ¿En qué consiste dicho

principio -que no era fácil establecerlo-? Evidentemente,

"en la observancia de una conducta funcionaria moralmente

intachable y en una entrega honesta y leal al desempeño de

la función y cargo, con preeminencia del interés general

sobre el particular." La definición apunta en el sentido

correcto y su efecto principal es que después podrá ser

exigida. Aquí se abre un espacio amplio a los ciudadanos

para requerir el cumplimiento -repito- de esa conducta

funcionaria moralmente intachable y de la entrega honesta y

leal al desempeño de la función y cargo, con preeminencia

del interés general sobre el particular.

Un tercer elemento fundamental del proyecto se refiere

a la publicidad de las actuaciones de la administración. Se

establece otro procedimiento que ha estado subyacente en la

Administración Pública, pero que ahora cuenta con una

estructura jurídica mucho más sólida. Es la declaración de

que "Toda función pública se ejercerá con transparencia,",

lo cual, en sí mismo es natural, pero se agrega: "de manera

que se permita y promueva el conocimiento de los

procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones

que se adopten en el ejercicio de ella," etcétera. Esta

cuestión se recoge posteriormente en un capítulo especial

que se refiere a la forma en que los particulares pueden

conocer las actuaciones de la Administración Pública y cómo

se reclama respecto de ellas.

Éste es, entonces, un tercer elemento clave que ordena

un conjunto de inquietudes que siempre ha estado latente en

la Administración Pública y que hoy, al ser consideradas

desde una perspectiva jurídica, adquieren una validez mucho

mayor que la que hasta ahora han tenido.

Un cuarto tema fundamental es el de las inhabilidades

e incompatibilidades administrativas. Se dice que sin

perjuicio de las inhabilidades que establezca la ley, no

podrán ingresar o permanecer en la Administración del

Estado -ya fueron mencionadas, pero creo importante

repetirlo-: las personas naturales que tengan vigentes o

suscriban, por sí o por terceros contratos con el

respectivo organismo administrativo del Estado que puedan

amagar su independencia, los parientes de los funcionarios

directivos del organismo de que se trate y las personas y

las personas declaradas en quiebra.

Una reflexión general. Creo que debemos tener cuidado

con esta disposición. Hago una clara distinción entre las

inhabilidades especiales para ingresar a la Administración

del Estado y las inhabilidades para permanecer en ella; no

sea cosa que al tratar de ser estrictos en los mecanismos

de ingreso, estableciendo una serie de cortapisas cuyo

objetivo fundamental es evitar la corrupción, limitemos a

muchas personas que en el transcurso de su desempeño puedan

llegar a ser funcionarios públicos honestos. No debemos

pensar que porque una persona tiene determinados bienes,

necesariamente incurre en actos de corrupción. Estamos

estudiando presentar indicaciones tendientes a aclarar que

esto tiene que referirse más al ejercicio de una función y

a las acciones que ameritan o no la permanencia de una

persona en la Administración del Estado. Sin embargo, por

lo menos éste es un paso que, si bien puede ser mejorable,

avanza en el sentido correcto en cuanto a establecer una

especial preocupación por el tipo de personas que están en

la Administración del Estado, puesto que a todo el país le

interesa que sean las mejores.

Un quinto tema -quizás el más conflictivo, novedoso,

discutible y que tendremos que seguir evaluando- es el

relativo a las declaraciones de patrimonio y de intereses.

Recuerdo que en el período parlamentario anterior se

discutió largamente la importancia de una institución de

este tipo.

En el fondo, lo que se persigue es lograr que las

resoluciones de las personas que están en la Administración

del Estado no generen un enriquecimiento ilícito o un

aprovechamiento de la información, cuestión que, como hemos

visto, por desgracia sucede, aunque muy escasamente.

Aquí hay una gran discusión. ¿Qué es lo más

importante: la declaración de patrimonio o de intereses? En

un proyecto que presentamos con el Diputado señor Espina

-recogido casi íntegramente en esta disposición- optábamos

más bien por la declaración de intereses; en cambio, el

planteamiento del Gobierno apuntaba más a la de patrimonio.

¿Dónde está la diferencia? Que en un caso la declaración es

sobre lo que la persona tiene, y en el otro, en qué rubro

la persona tiene algún interés. Pensamos que no porque la

persona tenga determinados bienes, ello va a generar un

efecto en sus decisiones que, por lo demás, pueden ser

perfectamente vulneradas en el mundo moderno. Cualquier

abogado sabe perfectamente que hoy una persona puede

declarar determinado patrimonio y por la vía indirecta, a

través de holdings o sociedades, tener intereses en

determinada actividad, y es lícito que aquel individuo

señale que, desde un punto de vista formal, no tiene un

patrimonio vinculado a ella. Creo que el tema de intereses

es mucho más profundo y certero que decir: "Mire, en estos

rubros, en estos temas, tengo un grado de interés

particularmente económico. Por lo tanto, me inhabilito de

tomar alguna decisión respecto de este punto".

Ruego a los señores parlamentarios

-particularmente a los que no han participado en la

discusión- que revisen el artículo 61, porque es

fundamental decidir si tomamos las dos opciones, si tomamos

una o cómo podemos hacerlo. Creo que la fórmula aprobada

por la Comisión de incorporar la declaración de intereses

apunta en el sentido correcto.

El inciso segundo del artículo 61 dice: "La

declaración de intereses deberá contener la

individualización de las actividades profesionales,

inversiones y cualquier clase de negocios que posea o en

que participe el funcionario, y que le proporcionen o

puedan proporcionarle, ingresos económicos, sea como

persona natural, o como socio o director de una sociedad."

O sea, es mucho más amplio que una simple declaración

patrimonial que incluye los bienes inmuebles, las

sociedades o comunidades, los contratos de cuenta

corriente. Desde el punto de vista jurídico es un elemento

mucho más vulnerable en el mundo moderno.

Aquí hay un punto central, clave, que hace una

distinción, porque se exige la declaración de patrimonio y

de intereses a las más altas autoridades de la

Administración del Estado, y una simple de intereses a los

funcionarios calificados en un nivel intermedio, según lo

dice el informe del proyecto.

A continuación, se establecen las responsabilidades y

las sanciones, ya explicadas por el Diputado señor Luksic.

El último tema al que quiero referirme está contenido

en el artículo 69, que establece específicamente que

"contravienen especialmente el principio de la probidad

administrativa, las siguientes conductas ilícitas:". Aquí

hay presunción; no se deja entregada a la libre voluntad de

las personas la calificación de las conductas; es una norma

específica, concreta y real, como deben ser las leyes que

dictamos en el Parlamento, y no hacer una simple

declaración de voluntad o de principios.

El artículo 69 contiene cuatro elementos que quiero

destacar.

"1. Negar información administrativa que sea de acceso

público en conformidad a la ley".

Esta es una garantía clave para el individuo, para el

chileno que quiere conocer alguna acción administrativa que

hoy, al no existir una disposición al respecto, puede que

nunca llegue a conocer, por dilación u otro motivo. Aquí se

establece la obligación de dar una información necesaria:

de lo contrario, se estaría contraviniendo el principio de

probidad. Por lo tanto, el infractor queda sujeto a

sanciones, que van desde multa hasta destituciones. Con

esta disposición amparamos un derecho ciudadano fundamental

que, por lo menos en lo personal, creo que está bien

recogido.

"2. Usar en beneficio propio o de las personas indicadas

en la letra b) del artículo 57 -los parientes- la

información reservada o privilegiada a la que se tuviere

acceso en razón de la función pública que se desempeña".

Conducta clave, central. Aquí radica gran parte de los

problemas de probidad en el mundo: el mal uso que hace un

funcionario de la información reservada o privilegiada en

beneficio particular. Eso tiene que ser sancionado en forma

especial, y el proyecto así lo contempla.

"3. Hacer valer indebidamente la posición funcionaria para

influir sobre una persona con el objeto de conseguir un

beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero".

Esto, al igual que la norma anterior, está establecido

en otras disposiciones de la ley orgánica constitucional de

bases generales de la administración del Estado, pero aquí

está consignada como una falta específica a la probidad. A

la vez, se señala la probidad como una de las bases de la

administración del Estado y si alguien la vulnera, está

sujeto a una sanción mucho más drástica y específica dentro

de esta nueva disposición.

Por último, el Nº 6 expresa: "Aceptar, para sí o para

alguna de las personas mencionadas en la letra b) del

artículo 57 -los parientes- invitaciones, viajes, obsequios

o tratamientos no aceptados oficialmente por la institución

a que se pertenece, por parte de peticionarios,

reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o

concesionarios de éstos,".

Esta norma se está aplicando en muchos países del

mundo. En el fondo, apunta a tener especial cuidado de que,

por la vía indirecta, no se genere una situación en que un

funcionario de la administración del Estado pueda apartarse

de los principios de independencia y transparencia

necesarios para el ejercicio de su acción.

En resumen, el debate de este tema es fundamental y

central, y creo que ha sido retrasado indebidamente, porque

podríamos haberlo estudiado hace mucho tiempo. Asimismo,

creo que deberíamos tener la voz oficial del Gobierno en

esta sesión; pero si no fue posible ahora, esperamos contar

con ella en la próxima oportunidad que se trate el tema,

porque no me cabe duda de que hay interés por participar.

Aquí podemos dar un paso histórico en la lucha que

comúnmente todas las bancadas políticas nos hemos

propuesto: la lucha contra la corrupción. Podemos ir de las

palabras a los hechos, de los deseos a las leyes, para

poder decir a nuestros hijos que por lo menos este

Parlamento fue capaz de dictar una ley que, si bien no es

completa, avanza en perfeccionar la probidad

administrativa.

Este es un primer paso; faltan otros. Hay proyectos

vinculados a éste que presentamos junto con el Diputado

señor Espina, y otros parlamentarios -como alcanzó a

señalarlo el Diputado señor Elgueta- han planteado otras

iniciativas que ojalá podamos debatir en forma especial.

Si a propósito este año hacemos un esfuerzo e

incorporamos a este proyecto todas las iniciativas

presentadas, daremos un paso histórico en favor de la

probidad. Si no lo hacemos y las postergamos pensando que

podemos tratarlas en dos o tres años más, estaremos

retrasando un compromiso ciudadano fundamental. Desde esta

perspectiva administrativa, no veo qué cosa puede ser más

importante que aprobar y mejorar un proyecto de esta

naturaleza.

Por eso, anuncio en forma entusiasta el voto favorable

de la Unión Demócrata Independiente a este proyecto -sin

perjuicio de las indicaciones que presentaremos- que por

fin nos permite dar un paso decisivo en favor de la

honradez y en contra de la corrupción.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Elgueta.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, este proyecto

sobre probidad administrativa se puede enfocar desde

distintos ángulos.

Cuando se señala que en los tiempos modernos debe

legislarse para evitar la corrupción, recuerdo palabras muy

sabias y antiguas que colocaron la probidad en el espíritu

y en el corazón del hombre.

¿Por qué se produce este problema? Los versículos 9 y

10, capítulo 6, de la Primera Carta a Timoteo, dicen: "Los

que quieren ser ricos, caen en tentaciones, en lazos y en

muchas codicias necias y perniciosas, que precipitan a los

hombres en ruina y perdición, pues la raíz de todos los

males es el amor al dinero, y por desearlo algunos se

extraviaron de la fe y fueron traspasados de muchos

dolores." Ésas son las palabras con que podemos señalar la

importancia de que toda la sociedad, no sólo el sector

público o los órganos del Estado, tenga un comportamiento

probo.

Al pasar a la actualidad, me encuentro con un artículo

de El Mercurio, de 30 de junio de este año, titulado:

"Corrupción privada. El relajo de la ética empresarial", el

cual alude a fallas parecidas a las que encontramos en los

funcionarios del Estado, de mucho más envergadura y de una

cuantía que sobrepasa cualquier límite de lo existente en

el sector público. Por ejemplo, habla de los conflictos de

intereses, del mal uso de la información privilegiada y del

traspaso de secretos industriales. Si un país tiene un

capital ético en la conducta de sus funcionarios, no hay

duda de que cuenta con un activo con el cual puede competir

en mejores condiciones con otros países del mundo. Chile

está en esa situación, pues presenta uno de los menores

índices de corrupción entre todos los países de América

Latina y del mundo.

En consecuencia, debemos abordar este problema, no

sólo desde el punto de vista de los funcionarios públicos

de los órganos del Estado, que ya tienen el Código Penal,

que establece distintas figuras delictuales para

sancionarlos, el Estatuto Administrativo y una ley orgánica

constitucional de Bases Generales de la administración del

Estado. Hoy, les agregamos este código de probidad.

Chile fue siempre un país que en su historia se

preocupó de este tema. Don Juan Egaña, en la Constitución

de 1823, en el título vigésimo segundo nos hablaba de la

moralidad nacional, y en el artículo 249 decía

textualmente: "En la legislación del Estado se formará el

código moral que detalle los deberes del ciudadano en todas

las épocas de su edad y en todos los estados de la vida

social, formándoles hábitos, ejercicio, deberes,

instrucciones públicas, ritualidades y placeres que

transformen las leyes en costumbre y las costumbres en

virtudes cívicas y morales."

Allí se agregaban antecedentes o normas como las

siguientes: "El Senado debería llevar un registro de la

moralidad nacional o del mérito de los ciudadanos."

En esta Carta Fundamental había un verdadero catálogo

de las virtudes principales y por qué razón algunas

personas debían ser declaradas beneméritas. Se establecía

un premio para los ciudadanos declarados beneméritos en

todo fuero y clase y, en consecuencia, había una

preocupación.

Posteriormente, Chile fue el primer país de América

Latina que creó una Contraloría General de la República,

que fiscaliza y vela por el mérito legal, la eficiencia de

los gastos y las inversiones y, en general, de las

actuaciones de la Administración Pública.

Después, agregamos nuevos artículos, insertados en la

ley orgánica de Bases de la administración del Estado.

Allí, por primera vez, se introdujo el concepto de "transpa-

rencia". O sea, en este país, los órganos del Estado tienen

que mostrar los antecedentes, fundamentos y resoluciones

para que la ciudadanía sepa cómo se resuelven materias o se

adoptan las decisiones; esa información debe estar al

alcance de cualquier ciudadano. Naturalmente, la ley

también se cuida de alejar de la curiosidad ciudadana

aquellas materias relativas a la seguridad nacional u otras

en que realmente deba guardarse sigilo, secreto o reserva.

En este proyecto de ley se señalan los principios de

interés público, los medios idóneos de diagnóstico,

decisión y control para la gestión eficiente y eficaz. La

Administración debe procurar un recto y correcto ejercicio

del poder público; actuar con razonabilidad e imparcialidad

en sus decisiones; mostrar rectitud de ejecución de las

normas, planes, programas y acciones; tener integridad

ética y profesional en la administración de recursos

públicos.

Tanto el Diputado informante como el que me antecedió

en el uso de la palabra, se refirieron a diversas materias

que no voy a repetir: las inhabilidades, incompatibilidades

y obligaciones de declarar patrimonio e intereses.

Quiero mencionar algunas otras normas como, por

ejemplo, la que impide a un ex funcionario de la

administración del Estado aceptar empleos, cargos o

representaciones remunerados de personas naturales o

jurídicas privadas, con el objeto de impedir la adquisición

que hacen las empresas del sector privado de los servicios

de ex funcionarios públicos, para aprovechar la información

que aportan de su propia capacitación, formación,

experiencia y, además, lo que puedan proporcionar en

materia computacional u otros antecedentes que hayan

recogido en el ejercicio de sus funciones.

Sobre el particular, cabe señalar que la disposición

transcrita en el informe del proyecto no señala el período

de un año durante el cual estos ex funcionarios no podrán

ingresar a una empresa privada. En consecuencia, he

presentado una indicación para que se agregue a esta norma

el lapso durante el cual estos funcionarios no podrán

trasladarse al sector privado, es decir, a las empresas o

entidades que controlaron mientras fueron funcionarios

públicos.

También quiero destacar que hoy se está haciendo un

hábito que ex funcionarios que en el ejercicio de su

ministerio tuvieron acceso a secretos y a materias

reservadas, cuando dejan de ser empleados públicos los dan

a conocer a través de la prensa o de otros medios de

comunicación. Conocidos son los casos de los ex detectives

Vallejo y Barraza.

Nada puede afectar más la conducta ética y disciplina

de los actuales funcionarios que la actitud de personas

que, habiendo conocido materias reservadas y secretas, hoy

no tienen la conducta ética y moral de guardar, después de

su retiro, conocimientos que recibieron para toda la vida.

Curiosamente, en nuestro país nunca se había legislado

sobre la violación del secreto por parte de ex

funcionarios, porque los parlamentarios, militares,

sacerdotes y profesionales saben que cuando terminan sus

funciones no deben informar sobre lo que recibieron en

secreto durante el ejercicio de sus empleos.

Sin embargo, desde hace un tiempo a esta parte, se ha

debido legislar sobre la materia. Yo, por lo menos, conozco

tres situaciones en las que se debe guardar la reserva

debida después de haber sido alejados de sus funciones. Es

el caso de la ley orgánica del Consejo de Defensa del

Estado y el Código de Justicia Militar, cuando se trata de

asuntos relacionados con la soberanía nacional, en que las

partes o los abogados, después de haberse impuesto de

documentos o materias secretas, deben guardar reserva por

toda la vida. Igual sucede con la Oficina de Seguridad

Pública, que se rige por un precepto parecido, pero no la

he encontrado ni en la ley orgánica constitucional de

Carabineros de Chile ni en la ley orgánica del Servicio de

Investigaciones.

Creo que sería absolutamente conveniente introducir

una norma en dichos cuerpos legales o en este proyecto de

ley, y también en el Código Penal, que amplíe la sanción

por violación de secretos a las personas que, habiéndolo

recibido, dejen de ser funcionarios, lo que se condecirá

con nuestras tradiciones, porque no se conocen funcionarios

de Carabineros, ni de las Fuerzas Armadas, ni de sacerdotes

que hayan dejado su ministerio, ni de profesionales o

abogados que, habiendo terminado sus casos, después hayan

contado en forma pública los asuntos que conocieron en

secreto.

En relación con ciertas inhabilidades para ingresar a

la administración del Estado, también presentaremos

indicaciones.

Por ejemplo, el artículo 57 establece inhabilidades e

incompatibilidades administrativas. La letra b) dispone que

no podrán ingresar o permanecer en la administración del

Estado "el cónyuge, los hijos, los adoptados, los parientes

hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de

afinidad, inclusive, de los funcionarios directivos del

organismo de que se trate, hasta el nivel de jefe de

departamento, o su equivalente, inclusive.

"De producirse esta inhabilidad por designación

posterior de un funcionario directivo, el subalterno

relacionado deberá ser destinado a una dependencia en que

no exista, entre ambos, una relación jerárquica directa."

Al respecto, he considerado conveniente presentar una

indicación que excepcione de esta inhabilidad al personal

de las Fuerzas Armadas y al de Orden y Seguridad Pública,

pues es conocido por todos que es tradición, costumbre o

hábito que los hijos, nietos y parientes más cercanos a sus

miembros, conserven el deseo de perseverar en la profesión

que ejercieron sus padres, abuelos y parientes más

antiguos.

En consecuencia, de existir esta prohibición y afectar

con ella a las Fuerzas Armadas y a las de Orden y

Seguridad, se produciría una situación bastante

problemática, más aún cuando mediante esta norma se obliga,

en el caso de designación posterior, a que el subalterno

relacionado sea destinado a una dependencia en que no

exista, entre ambos, una relación jerárquica directa.

También quiero destacar que el artículo 69 hace una

enumeración de las conductas ilícitas que contravienen el

principio de la probidad administrativa, pero -como señalé-

se refiere exclusivamente a quienes están desempeñando el

cargo de funcionario público actualmente y no a aquéllos

que han dejado de serlo.

Por ejemplo, señala que contraviene la probidad "negar

información administrativa que sea de acceso público en

conformidad a la ley; usar en beneficio propio o de las

personas que sean sus parientes, la información reservada o

privilegiada a la que se tuviere acceso en razón de la

función pública que se desempeña; hacer valer indebidamente

la posición funcionaria para influir sobre una persona con

el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto

para sí o para un tercero; emplear, bajo cualquier forma,

dinero o bienes de la institución, en provecho propio o de

terceros; ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada

de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo

para fines ajenos a los institucionales; aceptar, para sí o

para alguna de las personas mencionadas en la letra b) del

artículo 57, invitaciones, viajes, obsequios o tratamientos

no aceptados oficialmente por la institución a que se

pertenece, por parte de peticionarios, reclamantes,

proveedores de bienes o servicios, o concesionarios de

éstos y, finalmente, intervenir en decisiones que le

interesen personalmente o a alguna de las personas

vinculadas por parentesco. Asimismo, la intervención en

decisiones que recaigan en asuntos en los que se ha tenido

participación como abogado, testigo o perito, emitido

públicamente opinión o informe, o tenido cualquier tipo de

actuación que le reste imparcialidad. Los funcionarios

deberán abstenerse de participar en estos asuntos, sin

perjuicio de poner en conocimiento de su superior

jerárquico la implicancia que les afecta."

Cuando se trata de formular un verdadero código de

probidad, los legisladores, al parecer, nos estamos

excluyendo de él. Pero esto es sólo el resorte de una

técnica legislativa, porque las normas de probidad de

nuestro código ético parlamentario o de nuestro código

moral deben estar en la propia Carta Fundamental, en

nuestra ley orgánica constitucional o en el Reglamento

Interno de la Cámara de Diputados o del Senado. En ese

sentido, llamo la atención para que nos preocupemos de esta

materia y, en consecuencia, no estemos aquí haciendo para

otros lo que nosotros mismos no somos capaces de

autoimponernos.

Debería dictarse esta legislación para que los tres

poderes y los servicios, órganos e instituciones del Poder

Ejecutivo, incluyendo en ellos a las Fuerzas Armadas, a las

empresas públicas creadas por ley, a la Contraloría y al

Tribunal Constitucional estén insertos en un verdadero

catálogo de normas que impidan los conatos de corrupción

que, a veces, se denuncian por la prensa y que,

afortunadamente, en nuestro país no constituyen un vicio

generalizado, aunque debemos precavernos de estos males.

Por eso, en su oportunidad, apoyamos un proyecto que

impulsamos en el período pasado y que se encuentra

actualmente en el Senado, el cual contiene diversas

disposiciones penales que reprimen las distintas conductas

de los diversos agentes de los poderes del Estado en contra

de los intereses colectivos y de los principios de probidad

y de ética.

También llamamos la atención sobre situaciones que se

están produciendo en el sector privado. Cuando tratamos un

proyecto, de iniciativa de Renovación Nacional y de

parlamentarios de la Concertación -que también se encuentra

en el Senado-, para reformar la legislación penal,

señalamos que, cuando se habla de cohecho, se debe

distinguir la corrupción en los sectores público y privado,

porque ambas están indisolublemente ligadas. Si por

corromper se entiende ofrecer retribución o recompensa o

aceptarla, o bien para eludir deberes nacidos de la ley o

de los compromisos contractuales, bien para otorgar

beneficios no existentes según esa misma ley o aquel

contrato, entonces es obvio que haya corrupción, tanto en

la vida pública como en la actividad privada.

Citaba a un autor norteamericano,

Michael Reeisman, en la obra llamada "Los Remedios de la

Corrupción". Sostiene: "El soborno o corrupción en el

sector privado ha aparecido con el industrialismo y el

gigantismo económico de nuestro días. La competencia entre

los grandes centros de producción de cada país, la

ocupación de los mercados de consumo, la consecuente

inflación, el endeudamiento de los países en desarrollo,

ofrecen como medio de combate la corrupción en ambos

sectores de la vida de un Estado."

Este autor cita los casos de soborno comercial; cómo

distintas empresas hurtan, compran, se apropian, estafan o

falsifican para adueñarse de fórmulas de procedimientos

industriales secretas.

Dice el autor: "Si se hiciera un análisis

criminológico de sus antecedentes e incidencia, la

corrupción del sector privado resultaría ser la causa

matriz, por decirlo así, de la corrupción del sector

público.

"La fama de pulcritud y de exactitud de que ha gozado

el sector privado resultan hoy míticas y es algo que nadie

aceptaría, especialmente en el derrumbamiento del sector

financiero en varios países del mundo.

"En relación con el sector privado, la corrupción

adopta la forma de la codicia sofisticada, el lenguaje

tecnificado, que hace más difícil la comprensión de las

múltiples maniobras fraudulentas y corruptoras para

despojar a los demás de sus bienes. Esto se ha convertido

en parte de la manera de ser de la estructura financiera de

un ejecutivo bien informado. La astucia es tenida como

rasgo de inteligencia y la audacia de su dinamismo también

es una virtud. Incluso se ha llegado a decir en los

tribunales norteamericanos que la corrupción es un elemento

constitutivo de la vida financiera actual."

Y señala el autor -no lo voy a seguir leyendo- varios

ejemplos de cómo en los países desarrollados el sector

privado ha ofrecido ejemplos de una corrupción inmensa.

En estos días, cuando suponíamos que el señor Dávila,

en Codelco, había batido un récord mundial, la revista

Newsweek, en español, informaba que en el último año había

habido en los mercados de futuro cuatro ejemplos de

empresas que habían superado una pérdida de mil millones de

dólares por corrupción de sus agentes en los bolsas de

Londres, Nueva York y Tokio.

En consecuencia, cuando aquí se impone un catálogo

moral a los funcionarios públicos, los legisladores también

debemos pensar en que debemos autoimponernos un catálogo

moral e imponerlo también a los demás poderes del Estado y,

asimismo, al sector privado.

Para terminar, vuelvo a repetir que no debemos olvidar

que los conceptos éticos de un país constituyen el mejor

capital, el mejor recurso y el mejor instrumento para

competir adecuadamente frente a una economía globalizada.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresi-dente).- Restan cinco

minutos para el término del Orden del Día.

Si le parece a la Sala, se continuará con el debate en

la sesión del martes próximo.

Acordado.

 

 

VII. INCIDENTES

 

HOMENAJE EN MEMORIA DEL EX DIPUTADO MILENKO VILICIC

KARNINCIC.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En Incidentes,

el primer turno corresponde al Comité Demócrata Cristiano.

Tiene la palabra el Diputado señor Ojeda.

 

El señor OJEDA (de pie).- Señor Presidente, el 4 de

julio de 1993 falleció en Santiago, lejos de su ciudad

natal, Punta Arenas, nuestro colega y amigo Milenko Vilicic

Karnincic. Su muerte enlutó al país, originando la congoja

de un pueblo entero que lo apreciaba y respetaba.

Me correspondió la triste misión de acompañar sus

restos hasta Punta Arenas y estar presente en el concurrido

y sentido funeral que lo condujo hasta su última morada.

Las salvas disparadas por el escuadrón militar fueron

el estruendoso testimonio que el Estado chileno, a través

de las Fuerzas Armadas, le rendía: un honor sólo concedido

a los grandes hombres de Estado.

La noche anterior a sus funerales había nevado, con lo

que entendíamos que Dios y la naturaleza se adherían a la

despedida de este buen hombre. Como una alfombra blanca, la

nieve se extendía hasta el camposanto.

Quiero, en esta Sala, recordarlo y rendirle un sincero

homenaje, porque hoy es un día como ayer: el día de su

muerte, aunque sin la gran pena que nos embargó, sino con

la tranquilidad que el paso del tiempo nos da y la

conformidad que el espíritu plasma ante estos

acontecimientos.

Lo hago en nombre propio y de mi bancada, porque fue

un hombre de nuestras filas; porque priorizó y prefirió

nuestro partido dejando de lado su carácter de

independiente incorporándose a la Democracia Cristiana.

Estoy seguro también de interpretar el parecer y el

sentimiento de los Diputados de otras bancadas con los que

Milenko mantuvo siempre cordiales y armoniosas relaciones,

porque él fue amigo de todos. Lo hago para que aquellos que

no lo conocieron, perciban y conozcan, a través de mis

palabras, quién fue realmente Milenko.

Pasó mucho tiempo hasta que nos convenciéramos de la

triste y dolorosa partida de este gran amigo. En el trabajo

diario de esta Cámara, se cernía con implacable fuerza esta

cruda realidad.

Antes ya habían partido Laura Rodríguez y Akín Soto, y

en el Senado de la República, César Ruiz Danyeau y,

trágicamente, Jaime Guzmán. Ahora era Milenko. El mismo

que, apesadumbrado, concurrió a los funerales de esos

parlamentarios.

Hoy sabemos que ya no está, que las lágrimas que

derramamos ya están secas; que él nos observa desde lo

alto; que su paso por la vida no fue en vano y que la

enseñanza que él dejó es valiosa.

De él aprenderán las nuevas generaciones.

Ocupó un importante sitial y su nombre ya está en la

historia de su hermosa tierra magallánica y en los anales

de este Congreso Nacional. Porque un hombre que va más allá

de sus preocupaciones meramente personales para desvelarse

por los otros, es ya un hombre íntegro y, por tanto,

pertenece y está en la conciencia de los demás.

Fue un hombre bueno, generoso, sacrificado, de

carácter tranquilo; no sólo fue un hombre grande en

estatura física, lo fue en espíritu y en alma.

Su sola presencia era ya una enseñanza. Con un gran

sentido de responsabilidad, mesurado en su hablar, en

largos silencios, a veces para escuchar y meditar. Era

incapaz de herir con una palabra o una actitud; era

preocupado, se esforzaba.

Se frustraba y sufría al no obtener algunos logros

para su zona. Se unían a estos grandes atributos su

fortaleza y estoicismo.

Conociendo de su grave mal y sabiendo que los días de

vida sólo eran de algunas semanas, escribe a su partido

para informar que renunciaba a toda lucha interna por su

reelección por razones de salud y para no entorpecer ese

proceso.

Un 17 de mayo ingresaba a la clínica. El 4 de julio

siguiente expiraba.

Fue Milenko un gran regionalista. Realizó variadas y

múltiples gestiones presentando oficios y hablando en la

Cámara para conseguir beneficios para su zona.

Conozco de varias audiencias donde planteó al

Presidente de la República de la época las necesidades más

urgentes para su región magallánica.

Presentó varios proyectos de acuerdo relativos al

fondo de fomento y desarrollo de las regiones extremas;

intervino en el proyecto de ley que prorrogaba el plazo

para establecer fórmulas tarifarias para el gas en Punta

Arenas y participó en el trámite legislativo relacionado

con la licitación del bacalao.

Se preocupa por la situación del transporte del

gobierno regional de Magallanes; participa en un proyecto

de acuerdo que plantea el establecimiento de un régimen

preferencial aduanero y tributario para las comunas de

Porvenir y Primavera. Pero su gran preocupación fue

gestionar la construcción de un nuevo puerto para Punta

Arenas. Era su sueño, su más grande anhelo; era como su

bandera de lucha.

Su muerte le impidió continuar, pero pensamos que la

concreción de esa gran obra portuaria, algún día,

constituirá un reconocimiento a Milenko, porque él la

inició y la inspiró. Él sembró esta semilla; fue su mano,

su participación, su promotor.

Milenko también se preocupó de aspectos de la vida

nacional, de los problemas de las personas de la tercera

edad, de los jubilados, de los menores de edad y de las

condiciones de la mujer, de la discriminación que la

afecta.

Milenko fue mi amigo y vecino de bancada en la Sala.

Ambos compartimos oficina y muchos proyectos, ideales y

aspiraciones. Por ello, creo tener la propiedad de la

apreciación y percepción de la vida, del carácter y obras

de Milenko.

Durante las épocas duras, antes del advenimiento de la

democracia, fue un real líder y receptor del clamor del

pueblo. Él era un ganadero y un transportista. Fue

dirigente político y gremial, presidente del Sindicato de

Dueños de Camiones de Punta Arenas; un gran empresario, un

gran conductor de su gremio. Su lucha ha sido valorada.

En 1989 fue elegido Diputado con la primera mayoría,

el justo premio a su lucha, a su consecuencia.

Recuerdo su cara de satisfacción cuando conversábamos

de su viaje a Croacia, en representación del grupo

interparlamentario chileno-croata. Su alegría se hacía

inmensamente visible: visitar la tierra de sus antepasados,

la cuna de sus abuelos. Pero también recuerdo su regreso,

sin jolgorio, preocupado y triste por el cuadro dantesco

que presentaba la guerra con las secuelas de muertos y

heridos. Vio una tierra asolada, devastada. A su regreso, y

de inmediato, presentó un proyecto de acuerdo dirigido al

Presidente de la República para que el Ministerio de

Relaciones Exteriores adoptara las medidas correspondientes

con el objeto de que nuestro país manifestara, en todos los

foros internacionales, su solidaridad por los difíciles

momentos por los que atravesaba el pueblo croata.

Milenko, con su espíritu humanista, con su alma llena

de bondad, no podía aceptar que sucediera eso, aunque fuera

a miles de kilómetros de distancia, porque estimaba que era

el dolor del hombre, el dolor de las familias, que en todo

el mundo se siente de igual manera.

Saludamos hoy, desde esta Sala, a su señora esposa

María Rasmusien y a sus hijos Yarko, Jorge y Diana, con un

mensaje de vida y de esperanza, para que conserven la

imagen de Milenko y se le recuerde siempre por lo que hizo

y por lo que fue, y que su nombre sirva de ejemplo, de

generación en generación, de siglo en siglo y de historia

en historia.

Llamamos a las autoridades regionales, provinciales y

comunales de Punta Arenas para que no lo olviden y lo

conserven siempre en el recuerdo y en la galería de los

grandes hombres de esa tierra. Milenko nunca se olvidó de

ustedes, tampoco deben olvidarse de él.

Señor Presidente, solicito que se envíe copia de este

discurso a la Ilustre Municipalidad de Punta Arenas, para

los efectos pertinentes.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor CHADWICK (Vicepresi-dente).- Se procederá en

la forma solicitada por Su Señoría.

Solicito el acuerdo unánime para que la Corporación

adhiera a este homenaje.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

 

El turno siguiente corresponde al Comité de la

Democracia Cristiana.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente,

ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE LEY DE TIPIFICACIÓN DE

CARNE EN IMPORTACIONES DESDE ARGENTINA. Oficio.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el turno del

Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado

señor Galilea.

 

El señor GALILEA.- Señor Presidente, la opinión

pública y en especial los consumidores se han informado por

los medios de comunicación que continúa ingresando al país

carne de vacuno proveniente de Argentina que no cumple con

la ley de tipificación de las carnes.

El Servicio Agrícola y Ganadero está evaluando la

determinación de suspender la internación de carne

argentina a Chile, porque los exportadores envían carne con

rotulación engañosa, por ejemplo, de novillo por animales

viejos, lo que ha significado que en lo que va corrido del

año se hayan devuelto ocho camiones provenientes del vecino

país por evidentes transgresiones a la ley y su reglamento.

Con lo anterior, no sólo se engaña al consumidor

nacional, sino que, además, se establece una inaceptable

competencia desleal con los productores chilenos, situación

que, según el Director Nacional del Servicio Agrícola y

Ganadero, continúa ocurriendo, a pesar de haberse enviado,

en otras oportunidades, a un inspector chileno a Argentina.

El señor Sánchez ha propuesto enviar nuevamente a un

inspector para verificar la matanza de animales y el

empaque de la carne en el vecino país, lo cual, de modo

inexplicable y con desvergüenza, ha sido rechazado por la

contraparte argentina.

Me parece que, de una vez por todas, hay que poner

atajo a esta situación y suspender terminantemente el

ingreso de carne argentina a Chile, hasta que nos den

plenas garantías de que el producto que exportan cumple con

la normativa nacional, a la misma que se obliga al

productor chileno.

Otros países son más enérgicos que el nuestro en esta

materia, y exigen, sin dilaciones, trámites ni inspectores

especiales, que se cumplan sus leyes. Cuidan y protegen a

los consumidores e impiden la competencia desleal con sus

productores. Debemos tener un poco más de dignidad.

Considero grave lo que está ocurriendo, pero lo es más que

continúe sucediendo y que la autoridad competente no le

ponga término.

Por lo expuesto, solicito que se oficie, en mi nombre,

al Ministro de Agricultura, con el objeto de que envíe a

esta Corporación todos los antecedentes que digan relación

con lo planteado, con la mayor cantidad de detalles y

cifras posibles, y suspenda, a la brevedad, el ingreso de

carne argentina al país, mientras persistan las violaciones

a las leyes chilenas.

He dicho.

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión de los

Diputados de Renovación Nacional y del Diputado señor

Felipe Letelier.

 

PROTECCIÓN DE LA AGRICULTURA FRENTE AL ACUERDO CON EL

MERCOSUR. Oficios.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Taladriz.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, en la prensa de

hoy he leído una declaración del Canciller señor Insulza

donde señala que en el Congreso no se puede cuestionar el

acuerdo con el Mercosur.

Uno se pregunta para qué estamos aquí o para qué el

Gobierno va a mandar este acuerdo al Congreso Nacional, si

nadie puede condicionar un voto favorable a la protección

del sector agrícola nacional.

Es sabido por todos, y así lo han señalado las

autoridades y estudiosos, que el costo que va a pagar Chile

por el Mercosur va a ser con cargo pleno al sector agrícola

tradicional, especialmente de la Séptima Región al sur.

Entonces, si los parlamentarios no podemos ejercer una

presión, ya sea en el Senado o en la Cámara, no tiene

sentido que se envíe este acuerdo al Congreso sólo para que

lo ratifiquemos, sin agregar ni pedir algo a cambio.

Desde ya, anuncio mi voto en contra de este acuerdo

internacional, porque sólo veo expresiones de buena

voluntad, pero nada concreto respecto de la agricultura.

Por tanto, pido que se oficie, en mi nombre, al

Presidente de la República y a los Ministros de Agricultura

y de Relaciones Exteriores para señalarles que estamos

cansados sólo de conocer, de buena voluntad, sin poder

ejercer ninguna acción concreta que permita a los

agricultores del sur -grandes, medianos y pequeños- tener

un horizonte de vida y una tranquilidad para su actividad

futura.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviarán los

oficios en la forma solicitada por Su Señoría, con la

adhesión de la Diputada señora Prochelle y del Diputado

señor Galilea, a los que se acompañará copia de su

intervención para una mejor comprensión de sus

planteamientos.

 

-o-

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Antes de pasar

al turno siguiente, doy la bienvenida a los dirigentes de

la Asociación de Funcionarios Municipales de la Sexta

Región que se encuentran presentes en nuestras tribunas.

 

-Aplausos.

 

-o-

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo

correspondiente al Comité del Partido Socialista, tiene la

palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente,

antes de referirme a un problema de impacto nacional, como

es el de la Central Hidroeléctrica de Ralco, quiero hacer

un comentario acerca de la intervención del colega

Taladriz, para lo cual le pido que permanezca en la Sala,

porque me gustaría que lo escuchara.

Tengo la impresión de que el colega Taladriz equivoca

el camino cuando critica la declaración del Canciller,

porque lo que está en discusión es otra cosa. La

integración de Chile a los mercados que se están

conformando -la unión aduanera de Mercosur, así como el

exitoso progreso de nuestras relaciones con la Unión

Europea-, demuestran que un país chico, como el nuestro,

participa en el concierto mundial y ha logrado abrir

mercados a sus productos en forma exitosa.

No mantener abierto los mercados al Mercosur le hace

mal a Chile. Le hace pésimo a la región que represento con

el colega Chadwick, porque es una zona exportadora de

fruta, de pasta de tomate, etcétera. Le hace pésimo a la

Región Metropolitana y a la Octava Región, que son las más

grandes productoras de manufactura y constituyen una gran

fuente de empleo para muchos chilenos. Le hace pésimo a la

industria forestal por cuanto se trata de un mercado de

gran importancia potencial, y le hace pésimo a las zonas

productoras de cobre. Para qué decir lo pésimo que sería

para el norte de nuestro país no acceder a esta unión

aduanera, porque le quitaría la posibilidad de ser un

centro de venta de servicios de grandes proporciones.

Por tanto, cuando nos corresponda discutir el tratado

con el Mercosur, como está anunciado, deberá interesarnos

que existan los equilibrios necesarios, en particular, en

aquellos sectores que tienen problemas de competitividad,

como son los más rezagados de la agricultura.

Para ello no necesitamos condicionar nuestro voto a la

ratificación de un tratado o de un acuerdo -algunos tenemos

una discusión legal al respecto-, sino que, como país,

debemos ser capaces de definir las políticas, es decir, la

intervención del Estado en el mercado, que es incapaz de

garantizar valores y principios que nos interesan como país

para el desarrollo rural.

Por ende, más que avanzar en la lógica que nos propone

el colega Taladriz, lo invito a que pensemos en conjunto

cómo gravamos a los que ganan con la integración, que son

los sectores financieros e industriales, para

responsabilizarnos del apoyo que el Estado deberá dar a la

investigación tecnológica, a la comercialización y a otros

rubros de reconversión que los sectores rezagados de la

agricultura necesitarán y no caer en el condicionamiento de

votos que no es más que un saludo a la bandera o desconocer

hacia adonde va el mundo. Lo importante es que Chile, un

país pequeño, de 15 millones de habitantes, acceda a

mercados de cientos de millones de personas.

Agradezco al Diputado señor Taladriz que me haya

escuchado. Por cierto, le concedo la interrupción que me ha

solicitado.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Taladriz.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, no estoy ajeno

al tema ni soy un ignorante en materia de comercio

internacional. Debo señalar que tengo bastante preparación

y conocimientos al respecto, pero sólo sé de una pelea en

que un chico le ha ganado a un grande: la de David y

Goliat. Creo difícil que un país como Chile, con 3 millones

800 mil cabezas de ganado pueda competir con Brasil y

Argentina, que tienen 140 y 60 millones, respectivamente.

Lo que pido es que dejemos de expresar intenciones de

buena voluntad y se propongan algunas medidas concretas,

ojalá en forma previa. De lo contrario, ¿qué le vamos a

explicar al pobre campesino -que hoy está en la ruina sin

el Mercosur- que vive en Runca, comuna de Máfil, o en

Malalhue, comuna de Lanco? ¿Cómo le haremos ver que las

ventajas que acarreará para muchas áreas y para la vida

nacional a él lo pondrá en el pozo? No estoy ajeno a los

beneficios que puede traer a grandes sectores del país una

asociación de comercio con el Mercosur, pero cuando se

habla de equidad y justicia, yo las reclamo para esos

campesinos.

Muchas gracias.

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Puede continuar,

Diputado señor Letelier.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente,

felicito al Diputado señor Taladriz por estar de acuerdo en

abandonar ciertos criterios tan neoliberales que han

impregnado las posiciones económicas de su partido, pues

ello significa reconocer la necesidad de que el Estado

intervenga en los mercados, porque éstos son incapaces de

resolver los problemas de los pequeños agricultores de

nuestro país, que están siendo aplastados por las grandes

industrias, por los comercializadores. Es decir, estamos de

acuerdo colega Taladriz sobre las medidas, las que

deberemos analizar en un próximo debate, pero no basta con

la demagogia de querer avivar al pequeño y al mediano

agricultor si no se está dispuesto a asumir ideológica y

políticamente que el Estado debe intervenir. Eso significa

darle los instrumentos para efectuar y financiar la

conversión tecnológica, porque lamentablemente el sector

privado, en particular el financiero, retiró hace mucho

tiempo su respaldo a los agricultores, y muchos de sus

problemas se deben al modelo económico, que no fue iniciado

en esta década, sino en otra, y, por ende, debemos asumirlo

como un desafío en conjunto.

 

El señor TALADRIZ.- Estamos de acuerdo, colega.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- De acuerdo.

 

OPOSICIÓN A PROYECTO HIDROELÉCTRICO DE RALCO. Oficios.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente,

ayer se cumplió el plazo para que la sociedad organizada

emitiera su juicio respecto del proyecto de construcción de

una central hidroeléctrica en la comuna de Ralco, entre la

Octava y Novena regiones.

Quiero plantear nuestras objeciones al desarrollo de

ese proyecto impulsado por Endesa y, además, nuestra

oposición a que siga adelante, por varias razones.

Una de ellas radica en que se ha mentido al país sobre

la necesidad económica de ese proyecto.

Está demostrado por los informes y por el plan de

obras de la Comisión Nacional de Energía que la futura

demanda energética en nuestro país puede ser satisfecha por

otros medios. Es decir, la central hidroeléctrica de Ralco

no será fundamental para abastecernos de energía en las

próximas décadas y, además, con o sin ella, igual bajarán

las tarifas eléctricas. Más aún, es altamente cuestionable

el estudio económico hecho respecto de las tarifas que

podría cobrar en Ralco.

En términos ambientales, Endesa propone inundar más de

3.400 hectáreas de una zona de gran valor ecológico y

sostiene que ello es positivo para el país. Ese argumento,

a lo menos, es debatible, porque, sin duda, la inundación

de 3.400 hectáreas causará un impacto ecológico fuerte.

Además, sabemos que la construcción de una central

hidroeléctrica en tierras indígenas no puede ejecutarse sin

el acuerdo unánime de sus dueños. Hemos aprobado una ley

que deja esas tierras como sagradas para preservar nuestra

cultura, nuestra historia y tradiciones.

Hemos expresado nuestra opinión contraria al proyecto

que impulsa Endesa y llamamos a esta empresa a reconsiderar

su actitud, en ocasiones mentirosa y matonesca, hacia las

comunidades de la zona.

Por las razones expuestas, solicito que se oficie al

Ministro Secretario General de la Presidencia, de quien

depende la Conama, para que tome conocimiento de nuestra

posición. Asimismo, al Ministro de Planificación, para que

la haga llegar a la Conadi.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría, junto con su

intervención, con la adhesión de los Diputados señores

Rocha, Palma, don Andrés; Navarro, Montes, Barrueto,

Letelier, don Felipe; Urrutia, don Salvador, y de quien

habla.

 

ALTERNATIVAS PARA LA EDUCACIÓN RURAL. Oficios.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo

del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra

el Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, en

esta oportunidad, quiero referirme a la educación básica

rural.

Pese a que nuestro país experimenta cada día avances

económicos en las zonas rurales, en especial en la

provincia de Ñuble, en el secano precordillerano y costero,

todavía existen muchas escuelas unidocentes.

No es posible que los niños asistan a esas escuelas,

con mucho esfuerzo por parte de sus padres, apoderados y

profesores, sólo para aprender a leer y escribir su nombre.

Los desafíos que nos impone el presente, sobre todo en

el campo económico internacional, nos exigen concretar lo

que el Presidente de la República ha puesto como norte,

como alternativa, como salida o como la inversión más

importante que Chile pueda realizar: la educación. La idea

no es tener muchas escuelas unidocentes en los campos

chilenos, sino construir en cada sector una en la cual los

alumnos tengan un profesor por cada nivel, ojalá por

especialidades y, además, cuenten con un gimnasio y una

biblioteca, que en la actualidad no se conocen en las

escuelas rurales, a pesar del esfuerzo de los profesores

por juntar un librito por aquí y otro por allá.

El desarrollo económico experimentado por el país y

las grandes inversiones que se realizan en otros sectores y

regiones, como en la Metropolitana, no se compadece con lo

que sucede en la educación rural.

Por eso, propongo que el Ministerio de Educación

destine los recursos necesarios para que estos niños, que

caminan 10, 12 ó 15 kilómetros, puedan contar con un

sistema de movilización a un colegio con las

características que he mencionado, porque el Estado debe

invertir no en muchas escuelitas regadas por distintas

partes de los campos chilenos, sino por sectores.

Por lo anterior, solicito oficiar al Ministro de

Educación para que lo antes posible se entreguen los

estudios y la implementación de esta alternativa para la

educación rural.

En la misma línea, considero que los liceos científico-

humanistas no son la respuesta para las zonas rurales.

Cuando los jóvenes de la comuna de Ninhue, Coelemu o

Quirihue egresan de la enseñanza media no saben qué hacer,

no tienen alternativas. No más del 3 ó 4 por ciento pueden

ingresar a un instituto o a la universidad.

Lo que se propone es una reconversión en el sistema

educacional. Debemos apuntar hacia la educación

polivalente, a la educación técnico-agrícola. Es decir, lo

que hay que hacer es preparar en alguna especialidad a

estos jóvenes en los últimos tres años de la enseñanza

media. En mi zona necesitamos técnicos en suelo, en riego,

en maquinaria agrícola, en mercadotecnia.

Por eso, pido oficiar al Ministro de Educación para

que en uso de sus atribuciones presente lo antes posible un

plan destinado a reemplazar los liceos científico-

humanistas por polivalentes, en especial en la zona de

secano costero al interior de la Región del Biobío. Debemos

apuntar hacia las escuelas técnico-agrícolas, que les

permita a los egresados de la enseñanza media contar con

una herramienta para quedarse en su entorno y contribuir en

su desarrollo con los conocimientos técnicos que les va a

entregar este tipo de educación.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría, a los cuales se

adjuntará su intervención, con la adhesión de los Diputados

señores Encina, Muñoz, Navarro; Urrutia, don Salvador, y de

quien habla.

 

PROHIBICIÓN DE EXPLOTAR NUEVOS RECURSOS HÍDRICOS EN EL

VALLE DE AZAPA. Oficio.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Restan 30

segundo al Comité del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia

para formular la petición de oficio. El resto de su

intervención la puede insertar en la versión de la sesión

de hoy.

 

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, mi

solicitud de oficio al Ministro de Obras Públicas está

relacionada con la aplicación de una resolución de la

Dirección General de Aguas, que prohíbe la explotación de

nuevos recursos hídricos en el valle de Azapa, a contar del

15 de mayo del presente año.

El texto de mi discurso lo entregaré a la Secretaría.

Muchas gracias.

 

-El texto de su intervención es el siguiente:

 

Señor Presidente:

Solicito que se oficie al señor Ministro de Obras

Públicas solicitando que se realice una ronda de

conversaciones por parte de la Dirección General de Aguas y

la Dirección General de Riego con los agricultores de Azapa

para analizar y evaluar las consecuencias en el trabajo

agrícola actual de la aplicación de la resolución de la

Dirección General de Aguas que prohíbe nuevas explotaciones

de recursos hídricos en el Valle de Azapa a contar del mes

de mayo recién pasado.

Dado que hay muchos agricultores con pozos

funcionantes, en trámite de regularización, que pueden ser

afectados por la aplicación de esa resolución y ello genera

inquietud y daña las perspectivas de inversión y empleo en

el área, solicito que se tomen las medidas que, protegiendo

la viabilidad del acuífero de Azapa, minimicen el perjuicio

a la actividad agrícola.

Los agricultores de Azapa están dispuestos a que se

tomen medidas de racionalización del uso del agua del

acuífero, junto con medidas que permitan allegar nuevos

recursos hídricos al valle, como por ejemplo los

provenientes de exploraciones en el Altiplano.

Se trata de un tema complejo, en que toda medida

debería ser evaluada a fondo con los afectados, quienes

pueden aportar valiosas iniciativas para controlar y

superar la situación de agotamiento gradual del acuífero de

Azapa.

Solicito, señor Presidente, que se acompañe el texto

de mi intervención al oficio.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría.

Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se

levanta.

 

-Se levantó la sesión a las 13.03 horas.

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

 

